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1.- VISTOS 

Desata la Sala el  recurso de apelación interpuesto por el apoderado del señor LUIS ANTONIO ARMESTO MOLINA, contra el auto interlocutorio proferido por el Juzgado Segundo de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de esta ciudad, en el que se negó la solicitud de prescripción de la pena. 

2. ANTECEDENTES 

Mediante sentencia del catorce (14) de mayo de 2004, el Juzgado Quinto Penal del Circuito de esta ciudad condenó al señor ARMESTO MOLINA a purgar pena de doce (12) meses de prisión y multa de dos salarios mínimos legales mensuales vigentes, por encontrarlo responsable de la violación al artículo 33 de la ley 30 de 1986, providencia en la que se le concedió el subrogado de la suspensión condicional de la ejecución de la pena.
La vigilancia de la anterior sanción correspondió por reparto al Juzgado Segundo de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira, despacho que el día treinta (30) de septiembre de 2005 revocó el subrogado aludido, en virtud a que el señor ARMESTO MOLINA cometió otro delito durante el período de prueba que le fue concedido para la suspensión de la ejecución. 
Posteriormente, mediante escrito presentado por intermedio de apoderado judicial, se solicitó decretar la prescripción de la pena impuesta el catorce (14) de mayo de 2004.

3.- PROVIDENCIA 

Para resolver la solicitud presentada a favor del señor ARMESTO MOLINA, el juez que vigila la ejecución de la pena consideró que las pretensiones no eran procedentes porque: 
· El fenómeno de la prescripción como causal extintiva de la acción penal opera cuando transcurre el tiempo que se ha fijado como sanción corporal restrictiva de la libertad, o el que falte para la ejecución material de la misma, sin que en todo caso sea inferior a cinco años. Además, la prescripción de la pena se interrumpe cuando el sentenciado no privado de la libertad es aprehendido para su expiación.
· Para el caso del señor ARMESTO MOLINA,  debe tenerse en cuenta que se le revocó la suspensión condicional de la ejecución de la pena mediante providencia del treinta (30) de septiembre de 2005, decisión que quedó ejecutoriada el seis (6) de octubre de 2005, siendo está última fecha la que debe tenerse en cuenta para la elaboración de los cómputos respectivos, y no la de la comisión de los hechos ni la de emisión del fallo, como parece entenderlo el condenado. 
· De conformidad con lo explicado, concluyó que la pena de prisión que le fue impuesta al sentenciado por los hechos cometidos el veinte (20) de septiembre del 2000, no está prescrita, porque aunque este último no se encuentre privado de la libertad por la sentencia emitida por el Juzgado Quinto Penal del Circuito de esta ciudad (14 de mayo de 2004), es lo cierto que actualmente se encuentra detenido por haber cometido un nuevo delito durante el período de prueba que fue contemplado cuando se le concedió la suspensión condicional de la ejecución de la pena, motivo por el cual se libró a la autoridad respectiva la comunicación para que una vez cancelada la pena por la que se encuentra detenido, empiece a descontar la sentencia impuesta el catorce (14) de mayo de 2004; es decir, que en este caso no se cumple el supuesto de procedibilidad establecido en el artículo 89 del Código Penal para la prescripción de la pena y por se despachó en forma adversa la solicitud.
4.- RECURSO

En tiempo hábil, el apoderado del señor ARMESTO MOLINA aportó memorial en el que apela la decisión, a cuyo efecto sostuvo:

· Contrario a lo expresado por el juez, el artículo 89 del Código Penal es claro en decir que la prescripción opera para la pena en el tiempo fijado en la sentencia o en el que faltare por ejecutar, y que en ningún caso podrá ser inferior a cinco años. Es evidente que para el cómputo del tiempo de prescripción de la sanción penal, se debe tomar como inicio de ella la fecha de la sentencia o ejecutoria de la misma, y no como erradamente lo hace el juez de instancia, a partir de la fecha de la revocatoria de sustituto penal.
· En el auto se hace alusión al artículo 91 del Código Penal, a pesar de que en el asunto propuesto es inoperante, porque nunca se habló de la prescripción de la multa.
· Considera que no son de recibo los argumentos ofrecidos por el a quo para negar la prescripción de la sanción penal, entre otras cosas porque el artículo 89 del Código Penal es una norma de carácter objetivo, la que hace que el Estado pierda el poder punitivo y la posibilidad de sancionar, por el transcurso del tiempo.
Finalmente solicita revocar la decisión apelada y en su defecto se decrete la extinción por prescripción de la pena a favor del señor LUIS ANTONIO ARMESTO MOLINA.
5.- Para resolver, SE CONSIDERA

Se tiene competencia para desatar el recurso de apelación interpuesto contra la decisión del Juzgado Segundo de Ejecución de Penas y Medidas de Pereira, porque es esta Sala superior funcional del citado Juzgado, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 80 de la Ley 600 de 2000 -codificación aplicable al presente trámite-.

Sobre el asunto propuesto en la apelación oportunamente interpuesta, concedida y sustentada, debe decir el Tribunal que no pueden ser de recibo los argumentos vertidos para desestabilizar la decisión mediante la cual se negó la solicitud de la prescripción de la pena que le fue impuesta al interno ARMESTO MOLINA. Y no pueden ser aceptados, porque los planteamientos plasmados por el profesional del derecho pretenden presentar su personal punto de vista acerca de lo realmente acaecido en relación con un hecho irrefutable cual es la interrupción de la prescripción y la verdadera fecha en que debe contarse el referido término extintivo de la sanción.
El togado parte de la afirmación según la cual: el artículo 89 del Código Penal es objetivo y de él se infiere expresamente que la prescripción de la pena debe contarse “a partir de la sentencia o de su ejecutoria”. En principio, podría afirmarse que el recurrente tiene razón, porque muy a pesar que la norma no lo dice expresamente, es lo cierto que la regla general indica que la sentencia se cumple una vez adquiere ejecutoria; sin embargo, no puede desconocerse que esa regla general varía si, como en el presente caso, la pena se suspende por la concesión del subrogado de la condena de ejecución condicional. Y ello es así, porque precisamente esa suspensión en la ejecución indica que el Estado no hará uso del ius puniendi a la espera del cumplimiento de unos requisitos previos (entiéndase período de prueba).

Recuérdese que la prescripción de la pena es una “sanción” al Estado por dejar transcurrir el tiempo sin hacer efectiva la pena impuesta, lo cual se traduce en una inoperancia oficial durante el tiempo previamente establecido por la ley; pero para el caso del señor ARMES MOLINA, eso no puede afirmarse, porque se dijo expresamente que la efectividad de la pena quedaba suspendida por un determinado período a la espera de observar los compromisos adquiridos, al término de lo cual se extinguiría la sanción -en caso de cumplimiento-, o se haría efectiva -en caso de incumplimiento-. 
En esas condiciones, es apenas obvio que el término de prescripción y el de suspensión, son incompatibles, no pueden correr simultáneamente, dado que es un contrasentido lógico afirmar que puede estar prescribiendo lo que se encuentra suspendido. 
Incluso más, si se observa con detenimiento, el artículo 63 del Código Penal autoriza la suspensión de la ejecución por un período de prueba que va de 2 a 5 años; es decir, que si el término de prescripción corriera simultáneamente con el de la suspensión, significaría que en caso de elegirse el término máximo de suspensión, de darse un incumplimiento de los compromisos el último día, ya la sanción no podría ejecutarse porque precisamente en esa fecha habría prescrito, lo cual constituiría un abierto desatino.

Para el caso concreto, la situación es aún más comprometedora, porque concurre la circunstancia adicional de haber sido privado de la libertad aunque fuera por cuenta de otra sentencia posterior, situación que a juicio del Tribunal da lugar a la causal de interrupción de la prescripción contenida en el artículo 90 del Código Penal.
Así las cosas, si bien es cierto que la sentencia proferida por el Juzgado Quinto Penal del Circuito de Pereira el catorce (14) de mayo de 2004, cobró ejecutoria el día treinta y uno (31) de mayo de 2004, es decir, hace más de cinco años, tiempo más que suficiente para la prescripción en condiciones generales; también lo es que el Juzgado Segundo de Ejecución de Penas y Medidas revocó el subrogado penal y dispuso la captura del infractor desde el día once (11) de julio de 2005, lo cual indica que el término de prescripción necesariamente se había suspendido y empezó a correr desde el día en que se ordenó hacer efectiva la sanción por incumplimiento de los compromisos adquiridos en el período de prueba.

En efecto a la fecha no se ha logrado el descuento de la pena impuesta en sentencia proferida el catorce (14) de mayo de 2004, pero ello ha obedecido a factores muy diferentes a la inoperancia oficial, dado que no puede desconocerse que el señor ARMESTO MOLINA se encuentra detenido purgando pena por otro delito
, precisamente uno cometido durante el citado período de prueba, lo que impide que se ejecute la pena impuesta el catorce (14) de mayo de 2004, lo que tiene efectos frente a la contabilización del término de prescripción de la pena.      

En esas condiciones, encuentra la Sala improcedente la solicitud de decretar la prescripción de la pena que aquí se solicita y en tal medida se avalará la decisión adoptada por la primera instancia.   
6.- DECISIÓN  

En mérito de lo discurrido, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Penal, CONFIRMA el auto interlocutorio proferido por el Juzgado Segundo de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de esta ciudad, objeto de alzada. 

CÓPIESE, CÚMPLASE Y DEVUÉLVASE 

Los Magistrados, 

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ
LEONEL ROGELES MORENO
La Secretaria de la Sala,

CRUZ ELENA GONZÁLEZ LÓPEZ
� Se hace referencia a la sentencia proferida por el Juzgado Tercero Penal del Circuito de Pereira, el trece (13) de junio de 2005, por conducta punible cometida el veintiuno (21) de marzo del mismo año. -se aclara que el período de prueba del subrogado fue de veinticuatro (24) meses, es decir, desde el treinta y uno (31) de mayo de 2004, al treinta y uno (31) de mayo de 2006-
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